Sentencia de Tutela- Segunda Instancia

                                  


Accionante: Adolfo León Campaña Lloreda
Decisión: Revoca

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado  Ponente
LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, dieciséis (16) de diciembre de dos mil diez (2010).

Hora: 5: 00 p. m.

      Aprobado por Acta No. 839.

Radicación: 
660013109003  2010  00168  01

Accionante: 
Adolfo León Campaña Lloreda 
Accionado: 
Acción Social
Derechos:

Mínimo vital y vida digna
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Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira
ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada de la accionada, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad tuteló los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Adolfo León Campaña Lloreda, en contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.

ANTECEDENTES

La petición de amparo
Relata en su libelo tutelar que Acción Social le está vulnerando sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas porque desde el año 2008 no recibe prórroga de la ayuda humanitaria, además no le han otorgado el proyecto productivo y debido a una enfermedad que padece no tiene trabajo por lo que él y su núcleo familiar -compuesto por 6 personas- están padeciendo necesidades alimentarias y de servicios públicos básicos.

Por lo anterior solicita de la entidad accionada que le otorgue la prórroga del subsidio humanitario y le ampare el derecho al proyecto productivo a que tiene lugar como desplazado.

La actuación
Al descorrer el traslado Acción Social a través de su apoderada judicial contestó que la entidad le ha concedido en varias oportunidades atención humanitaria de emergencia y prórroga de la misma al señor Campaña Lloreda, que no ha existido la vulneración por él invocada por cuanto la prolongación del auxilio ya le fue asignada, sólo que debido a la falta de disponibilidad presupuestal y en atención al derecho a la igualdad de los otros desplazados, no le ha sido otorgada la suma de dinero correspondiente a $ 1.050.000, para lo cual se le asignó el turno correspondiente al 3D- 4078 y que actualmente van en el 3D- 1426.

Expone que el tutelante también ha participado en el programa social familias en acción, se beneficia de atención en salud en el régimen subsidiado, ha accedido a proyecto productivo y ha sido favorecido con vivienda de interés social. Por lo anterior, solicita se nieguen las pretensiones incoadas por el actor.

SENTENCIA DE PRIMER GRADO

La falladora de primer nivel concedió el amparo implorado al concluir que quien sufre desplazamiento padece unas extraordinarias condiciones de vida, lo cual apareja vulneración de todos sus derechos fundamentales, y para el caso concreto demorar o entorpecer la ayuda humanitaria implorada es una omisión que afecta a las personas que se hallan en esta condición de manera tal que merecen especial protección. En consecuencia, al proteger los derechos al mínimo vital y vida digna, ordenó a Acción Social que en el término de 15 días procediera a entregar los componentes de la ayuda humanitaria solicitada por el actor.

Así mismo concedió el término de 15 días para que suministrara la información completa acerca de los beneficios a que puede acceder como víctima del desplazamiento forzado, respecto de los programas adicionales para su estabilización socio económica y el restablecimiento de los derechos fundamentales vulnerados.

IMPUGNACIÓN
La apoderada judicial de la entidad demandada interpuso recurso de apelación bajo genéricas argumentaciones tales como que es necesario tener en cuenta la situación del actor en el registro único de población desplazada, la entrega de ayudas humanitarias que se le han otorgado, la verificación de sus condiciones de vulnerabilidad y el acceso a las demás entidades del sistema para la estabilización socio-económica.

Agregó que debe prevalecer el principio de igualdad para con los demás desplazados, no puede desconocerse el precedente judicial respecto de que la ayuda humanitaria no puede ser indefinida y que deben cumplirse unos requisitos mínimos fundamentales para accederse a ella.

También precisó que se debe tener en cuenta el principio de anualidad presupuestal de la entidad, además de que el reconocimiento que se haga por tutela tiene naturaleza subsidiaria, y por último solicita revocar lo dispuesto por la instancia.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y primero del decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’ ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el promotor de la tutela, de tal suerte que proceda la ratificación de la decisión o si por el contrario, su proceder ha observado los parámetros constitucionales, en cuyo evento se dispondrá la abrogación de la determinación censurada.

SOLUCIÓN

Como viene de verse, la decisión de primer grado accedió a la protección de los derechos fundamentales que consideró vulnerados por Acción Social y en consecuencia el juzgador dispuso de 15 días para que le suministrara al actor la asistencia humanitaria de emergencia y de otro lapso igual para la se le informara sobre los programas y demás beneficios a que tiene derecho en su condición de persona desplazada por la violencia.

Lo expuesto por el señor Campaña Lloreda permite establecer que atendida su condición de desplazado concurrió nuevamente ante Acción Social, esta vez con la finalidad de solicitar otra prórroga de la ayuda de emergencia por la precariedad y desprotección económica que atraviesa, sin que a la fecha y luego de varios meses, se le haya dado una solución efectiva a la apremiante situación.
El argumento en que se basa la impugnación consiste en el desarrollo jurisprudencial que debe tener en cuenta la judicatura para resolver de fondo acerca de la protección de los derechos de la población desplazada por la violencia, aunque sobre la asistencia o las manifestaciones concretas expuestas por el señor Adolfo León ya se había referido al momento de contestar la demanda, aunque destaca la Sala que en el escrito de contestación, se informa sobre las ayudas entregadas, la inclusión en algunos programas y la provisión de un auxilio para vivienda, todo tendiente a conjurar la situación y dotar al accionante de elementos para su estabilidad socio económica.
La Colegiatura debe tener en cuenta el documento
 que contiene la información relacionada con el accionante, respecto de los registros que figuran allí sobre la atención que se le ha suministrado. El actor fue inscrito desde el año 2003 con su grupo familiar compuesto por seis personas; se le han otorgado auxilios dinerarios en tres oportunidades, se le incluyó en el programa ‘familias en acción’, fue inscrito en el régimen subsidiado de salud y se le asignó y entregó un auxilio por $ 10’842.500, destinado a vivienda. También se acredita que se le ha dado la orientación y ayuda necesarias, para su estabilización socio económica con la inclusión en el año 2007 en el programas ‘MIDAS’.

Pese a las contribuciones que ha recibido, la Colegiatura entiende que cuando existe desplazamiento humanitario, se generan situaciones socio económicas que conducen al quebrantamiento de los derechos fundamentales y aunque se alude a unas cargas mínimas sobre la actividad que debe cumplir la persona, no puede perderse de vista que Acción Social es la entidad coordinadora de las demás involucradas para brindar la estabilización socio económica, que no se logra con el solo componente de las ayudas humanitarias porque es necesario mantenerlas hasta que el afectado supere esa condición, bien con su reasentamiento o su regreso al entorno inicial.

La información que procede de Acción Social si bien permiten establecer que se han otorgado algunas ayudas, éstas no resultan suficientes máxime en el caso del accionante Campaña Lloreda, quien es un adulto mayor de 60 años, que atraviesa una difícil situación ante lo cual merece una pronta atención por parte de la entidad que tiene el deber legal de suplir aquella ayuda humanitaria, para superar el grave estado de afectación de sus derechos fundamentales.

Los eventos que contemplen la prórroga de la contribución humanitaria, están precedidos de un nuevo estudio de caracterización de la persona y/o su grupo familiar, para determinar las circunstancias en que se halle, de tal suerte que la misma entidad proceda a calificar la necesidad de aquellos sujetos de especial protección, y si para el señor Adolfo León se dispuso la entrega de un componente humanitario, se infiere que se debe a su precaria condición, sin que pueda mantenerse en forma indeterminada la entrega efectiva porque ello contribuye a la vulneración del mínimo vital. La urgencia que se pregone para hacer frente a la amenaza de los derechos fundamentales, debe recibir una respuesta de igual naturaleza, esto es, rápida y oportuna por parte de las entidades comprometidas en aquella solución.
En conclusión de todo lo indicado, esta Colegiatura conviene con el fallador de primer grado, en que los derechos fundamentales del señor Adolfo León Campaña Lloreda y su grupo familiar, se encuentran afectados por la omisión imputable a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, como en efecto se estableció, por lo que corresponde ratificar el pronunciamiento objeto de impugnación.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

Primero: Confirmar el fallo de origen fecha y contenido indicados, en cuanto fue materia de impugnación tal como quedu calidad de vidaados a estas personas que sin la menor duda son sujetos de especial proteccirega inmediata de la.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO         JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado








    Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ    JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES 

Magistrado
 


    Secretario

� Ver informe de folios 23 a 29.
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